DAÑOS Y PERJUICIOS – ACCIDENTE DE TRANSITO – RESPONSABILIDAD OBJETIVA – AUTOMOTOR EMBISTENTE – DAÑOS – PRUEBA DEL DAÑO MATERIAL – DAÑO MORAL – DEERMINACION POR EL JUZGADOR.
EXPEDIENTE: 2754935 -  - CAPPELLI, INÉS C/ PENDINO, VICENTE Y OTRO - ORDINARIO

SENTENCIA NUMERO: 129. 

MARCOS JUAREZ, 09/10/2019. 

Y VISTOS: estos autos caratulados CAPPELLI, INÉS C/ PENDINO, VICENTE Y OTRO – ORDINARIO, Expte. 2754935, de los que resulta que a ff. 54/57vta. comparecen los Dres. Martín Alejandro Bruno y Juan Pablo Vélez en nombre y representación de la Sra. Inés Cappelli, D.N.I. Nº 30.350.330, mayor de edad, argentina, soltera, empleada municipal e inician formal demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito, sufrido por la poderdante, contra los Sres. Vicente Pendino, L.E. 6.067.841 y Mauricio Miguel Carloni, D.N.I. Nº 26.224.097. Solicitan se cite en garantía a la compañía aseguradora Seguro Metal. Persiguen el cobro de la suma de pesos seiscientos cuarenta y un mil ochocientos dieciséis con dieciocho centavos ($ 641.816,18.-) con más los intereses puros, moratorios, punitorios, multa y la suma que el tribunal determine por aplicación del Art. 768 del C. C. C. N., desde la fecha del accidente hasta el día de su efectivo pago. Todo ello con más las costas y en base a las siguientes circunstancias de hecho y de derecho. - Señalan que los montos quedan sujetos a lo que en más o en menos determinen las pruebas, o el elevado criterio del Tribunal. Asimismo, piden que se condene al pago de lo dispuesto en el art. 104 inc. 5 de la ley 9459. Refieren que en fecha 2 de Julio de 2015 siendo alrededor de las 19:00 P.M. con óptimas condiciones climáticas y de visibilidad, en circunstancias que la Sra. Inés Cappelli se encontraba circulando en un ciclomotor, Marca Zanella, tipo ciclomotor, modelo Sol LA PLUS, motor marca Zanella N° 50AH-26383, chasis marca Zanella N° 5B16546, dominio 381 BHN, que le había prestado su padre, por calle Dr. Amadeo Bertini en sentido Norte a Sur y al haber atravesado unos 15 metros el callejón Joaquín Víctor González, es cuando un vehículo Marca Ford, Tipo Sedan 4 ptas., modelo Taunus versión L, motor marca Ford N° DRKL26483, chasis marca Ford N° KA51RL-15625, dominio USR796, propiedad del demandado Sr. Vicente Pendino, el que era conducido en ese momento por el Sr. Mauricio Miguel Carloni, que se encontraba circulando en sentido contrario, esto es dirección Sur a Norte, cuando repentinamente, en forma totalmente súbita, temeraria e imprudente, sin dar aviso alguno, invade el carril Oeste de la calzada mencionada por donde transitaba la accionante, impactando el vehículo de los demandados en el miembro inferior derecho de la Sra. Inés Cappelli, a consecuencia de dicho impacto la hace caer del ciclomotor, provocando daños materiales y en su salud, que se detallarán infra, revistiendo el progreso y pronóstico de las mismas, el carácter de totalmente reservado. En virtud de lo relatado, entienden que el siniestro ocurrió por exclusiva culpa del conductor del automotor Ford Taunus, dominio USR 976 en virtud que se cruzó de manera intempestiva e imprudente al carril contrario. La mencionada responsabilidad, legalmente se hace extensiva -por garantía- a Segurometal conforme a la normativa de seguros vigente. Dicen que como consecuencia del hecho, su representada experimentó los siguientes daños, y conforme el siguiente detalle: A.- Daño material: A.1.- Daño emergente: A.1.1.- Costo de las reparaciones: Ciclomotor Zanella, dominio 381BHN: Según presupuesto que se adjunta, emanado de “Taller de motos”, de Germán Trocay, con domicilio en Bv. Colon N° 1158 de la ciudad de Leones, el que incluye tanto la mano de obra como la reposición de autopartes y repuestos, y que asciende a la suma de Pesos cuatro mil seiscientos cuarenta y ocho ($4.648,00). A.1.2.- Gastos de movilidad: el cual comprende gastos de combustible de los traslados para curaciones al Sanatorio Sudeste de la Ciudad de Marcos Juárez para vistas de médico particular y especial traslados a la ciudad Marcos Juárez, conforme facturas que se acompañan por la suma de pesos un mil ciento treinta ($1130).- A.1.3.- Gastos de fisioterapia y rehabilitación: cincuenta (50) sesiones de fisioterapia y rehabilitación llevadas a cabo por la Lic. Andrea S. Lozano, conforme facturación que se acompaña por la suma de pesos seis mil quinientos ($6500). A.1.4.- Gastos de atención medica: ocasionados en consultas realizadas por nuestra representada, al Dr. Omar Marcos Medina (Traumatólogo), según recibos de pago que se acompañan por la suma de pesos dos mil ciento cincuenta ($2150) A.1.5.- Gastos de Estudios: Conforme a las lesiones, la Sra. Cappelli tuvo que realizarse dos resonancias magnéticas en el centro del Diagnóstico por Imágenes y dos radiografías en Radiología Sudeste, todo en la ciudad de Marcos Juárez, conforme facturación que se acompaña por la suma de pesos dos mil ( $ 2000). A.1.6.- Gastos de Farmacia: Conforme a las lesiones, tuvo que realizar gastos de Farmacia, conforme facturación que se acompaña por la suma de pesos cuatrocientos sesenta y nueve c/27/100 ($469,27).- A.2.- Lucro cesante: A.2.1. Incapacidad: Conforme informe médico del Dr. Gastón Daniel Benedetti, y puesto que a consecuencia del siniestro relacionado su poderdante experimentó una fractura se transcriben las conclusiones del examen médico que se acompaña en este reclamo: “Del examen realizado a la Sra. /Srta. Capelli Inés y de la documentación aportada por la misma, surgen las siguientes conclusiones: Se consulta el “Baremo general para el fuero civil de los Dres. Altube- Rinaldi” y el “Código de tablas de incapacidades Laborativas del Dr. Santiago Rubinstein”, a fines de estimar la disminución en la capacidad humana que ha padecido la paciente por el presente hecho. Debido a la presencia de fractura de cóndilo femoral y limitación funcional de rodilla derecha 8,00%; Debido a presencia de fractura de radio sin angulación 3,00%; Debido a fractura de hueso grande de mano no dominante 5,00%; Fractura de 3er metacarpiano sin desplazamiento 2,00%; Debido a limitación funcional de muñeca izquierda 4,00%; Total:   22,00%.- Conforme al examen clínico-semiológico, antecedentes y estudios analizados, en mi opinión y a este momento la Sra./Srta. Capelli Inés, posee una incapacidad del 22% de la T.H. a consecuencia de “accidente de tránsito” con politraumatismo.”.- A los fines del cálculo del lucro cesante futuro, derivado de la incapacidad sufrida, utilizan la formula Marshall simplificada. Toman como parámetro económico el equivalente al último sueldo percibido anterior a la fecha del accidente ($12704,97) calculado en base al 22% (porcentual de incapacidad padecido: $ 2006,63 por mes). Finalmente, a los efectos de la determinación del término “b” de la mencionada formula, relativo al factor tiempo y a la tasa de interés pura anual, toman una expectativa de vida jurisprudencialmente reconocida en la edad de 72 años y una tasa de interés pura anual del 8%. Consecuentemente, tomando como base que su apoderada tiene 31 años de edad, por lo que el factor “b” debe explicitar los 41 años que faltan hasta la expectativa de vida, y utilizando una tabla - para la formula simplificada – sobre la base de un 8% anual, reclaman la suma de pesos quinientos cuarenta y nueve mil setecientos sesenta y seis c/91/100 ($549.766,91) por éste concepto, en función del siguiente calculo: C = ($2795,09 x 13) x 15,13 = $549.766.91.- B.- Daño moral: El que estiman en la suma de pesos ochenta mil ($80.000), y que se considera adecuado a los fines de resarcir la modificación disvaliosa que, con respecto a su ánimo anterior al suceso, ha sufrido en su estado psíquico-espiritual, y que se deriva básicamente del accidente ocurrido ya que actualmente posee mucho miedo a circular en un vehículo menor (Bicicleta, moto, etc..), a consecuencia del evento. Solicita beneficio de litigar sin gastos. Ofrece prueba. Funda en derecho.- Dado el trámite de ley ( f.58), a ff. 77/79vta. comparecen los Dres. Carlos A. Martín y Rodrigo Martín en representación de ambos demandados y de la aseguradora citada Segurometal Cooperativa de Seguros Limitada, contestando la demanda. Niegan todos y cada uno de los hechos invocados en demanda. Niegan adeudar suma alguna por daños. Niega obligación y responsabilidad de sus representados. Niegan el hecho dañoso invocado por la actora. Niegan circulación en la forma invocada en demanda. Niegan el impacto, los daños en la salud y bienes de la accionante. Refieren la verdad de los hechos los que acaecieran cuando la actora conduciendo su motocicleta a alta velocidad por calle Amadeo Bertini en sentido norte sur al llegar a la intersección con el callejón Joaquín V. González al ver que ya se encontraba ingresando a dicho callejón el vehículo Ford conducido por Carloni, en lugar de detener su vehículo y permitir que el auto complete su maniobra, la que estaba próxima a finalizar, la actora intenta anticiparse al paso de éste por delante del mismo, impactándolo con su motocicleta en el lateral delantero derecho de su vehículo. Esta maniobra imprudente, ilegal, antirreglamentaria y negligente por parte de la conductora de la moto es la única y exclusiva causa del impacto entre moto y auto, lo que exime de responsabilidad a sus representados. Niegan daños en particular, en su existencia y cuantía. Niegan incapacidad y daño moral. Niegan autenticidad de la documental acompañada. Abierta la causa a prueba, la actora ofrece la suya a ff. 93/96 y la demandada y aseguradora hace lo propio a ff. 268. A ff. 284/291 se glosan los alegatos de las partes. Firme el decreto de autos de f. 292 queda la causa en condiciones de ser resuelta. 

Y CONSIDERANDO: I.- Que a ff. 54/57vta. comparece la Sra. Inés Cappelli, promoviendo demanda por daños y perjuicios en contra de los Sres. Vicente Pendino y Mauricio Miguel Carloni, por el cobro de la suma de pesos seiscientos cuarenta y un mil ochocientos dieciséis con dieciocho centavos ( $ 641.816,18.-), cuyo objeto y argumentos han sido adecuadamente relacionados en los vistos que anteceden, a cuyos términos se remite el suscripto “simpliciter causae”. Igual criterio, y por idéntica razón, debe asumirse en relación a la réplica de los demandados y citada en garantía, documentada a ff. 77/79vta. Queda de este modo planteada la situación a resolver.- II.- Cabe señalar que en materia de daños resultantes de la intervención de automotores, es aplicable la responsabilidad objetiva por riesgo creado establecida en el art. 1113 del C. Civil, conforme la fecha de producción del hecho dañoso y lo dispuesto en su relación por el art. 7 del C. Civil y Comercial. Está fuera de toda discusión que el automotor en movimiento, acorde con su naturaleza y destino normal, que es la circulación, constituye una de las cosas especialmente riesgosas del mundo actual, no en vano las escalofriantes estadísticas sobre accidentes de tránsito y el tristemente célebre lugar que ocupa nuestro país en las mismas. Ahora bien, cuando se acciona contra el dueño, guardián o conductor de un automotor que ha embestido a otro, media inversión de la carga de la prueba, de manera que pesa sobre el demandado la necesidad de acreditar una causalidad del accidente que sea eximitoria de su responsabilidad.- En función de lo establecido por el art. 1113, segundo párrafo, segundo supuesto del C. Civil, para los daños derivados del riesgo de la cosa, como es el automotor, se consagra un régimen de responsabilidad objetiva. Tiene resuelto la Cámara Nacional Civil, Sala G, LL 1992-A-126: “La responsabilidad civil derivada de un accidente de tránsito se asienta en un factor objetivo, el riesgo de la cosa, que implica el automotor en circulación. Por ello, basta a la víctima probar el contacto con la cosa riesgosa productora del daño para que surja responsabilidad del dueño o guardián; y de invocarse por éste una de las eximentes gravita sobre el demandado la carga de la prueba de la eximente alegada”. El caso sometido a resolución encuadra dentro de las previsiones del art. 1113-2do. Párrafo - 2do supuesto del C. Civil.- Enseña el maestro Orgaz, en su libro “El daño resarcible”, que la causalidad tiene por objeto establecer cuándo y en qué condiciones un resultado cualquiera -un daño- debe ser imputado objetivamente a la acción u omisión de una persona. En el sub-lite, siendo la responsabilidad derivada del riesgo de la cosa, está consagrada una presunción de causalidad que sólo será enervada por la demostración de que en realidad el daño provino de la actuación de una causa ajena. La relación causal se infiere a partir de las características del hecho fuente, en el sentido de si es o no idóneo para producir las consecuencias que la actora invoca, teniendo presente que nuestro Código Civil adopta el sistema de la causalidad adecuada (arts. 901 a 906).- Las consideraciones precedentes admitidas mayoritariamente por doctrina y jurisprudencia, en modo alguno colocan al actor o a la víctima en una situación de preeminencia, que lo libere de toda actividad probatoria idónea para acreditar los hechos que denuncia, esto es: relación causal, legitimación de las partes, daños que reclama y cuantía de los mismos. Y esta afirmación encuentra su fundamento en las propias disposiciones de la normativa en la que se encuadra el caso sub-examen, ya que el dueño o guardián de la cosa riesgosa, para eximirse total o parcialmente de la responsabilidad deberá acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder.- III.- Liminarmente cabe analizar la legitimación sustancial de las partes en el presente proceso. De los términos de la demanda y contestación, tengo por legitimados sustancialmente a las partes de este proceso, habiéndose controvertido la mecánica del accidente en la narración de los hechos conforme les correspondía, obedeciendo así, la negativa introductoria de la contestación más a un imperativo procesal que a una búsqueda de la verdad.- IV.- Seguidamente corresponde analizar la prueba colectada en autos para establecer si ha quedado acreditada la relación causal, existencia de algún eximente de la responsabilidad del demandado, daños, extensión y cuantía de los mismos, haciendo presente que los jueces no tienen el deber de evaluar la totalidad de los elementos probatorios agregados al expediente, sino que sólo deben hacer mérito de aquellos que crean conducentes y de las articulaciones que juzguen valederas para la resolución de la litis (art. 327 in fine del CPCC).- En autos, del escrito de demanda, de la contestación, con la pericial mecánica de ff. 185/224, informe de Bomberos Voluntarios de la ciudad de Leones de ff. 177/181y pericia médica de ff. 170/171, se tiene por indubitada la ocurrencia del incidente de tránsito en el lugar día y hora señalados, con la intervención de los vehículos y las personas aludidas. No se ha controvertido seriamente –la oposición de la aseguradora se reitera que no alcanza a revestir tal carácter- la legitimación activa ni la pasiva.- Así, a ff. 185/224 se agrega el informe pericial de Ingeniería, sosteniendo el perito oficial Ing. Juan Carlos Cagnolo que el hecho que se trata ocurrió el día dos de julio de 2015, aproximadamente a las 19:00 hs. sobrepasando 6,5 metros hacía el cardinal sur de intersección de la calle Amadeo Bertini y el pasaje Joaquín Víctor González de la ciudad de Leones, y se vieron involucrados un ciclomotor Zanella modelo Sol La Plus 50 AH-26383, chasis N° 5B16546, dominio 381 BHN, conducido por la Sra. Inés Cappelli y un automóvil marca Ford, modelo Taunus, dominio USR 796 propiedad del Sr. Vicente Pendino y conducido por el Sr. Mauricio Miguel Carloni; que previo al accidente los vehículos circulaban en dirección y sentidos opuestos, así la actora lo hacía en la motocicleta en sentido Norte a Sur por la calle Amadeo Bertini y el demandado Carloni, lo hacía en el automóvil en sentido Sur norte por la misma arteria. Indica el idóneo que en el instante que el ciclomotor ya había transpuesto la intersección con pasaje Joaquín Víctor González, aproximadamente unos 6,5 mts. sobre su mano lado oeste de circulación, el automóvil se le interpone en su paso, probablemente queriendo ingresar hacia el cardinal oeste del pasaje y es allí cuando el automóvil embiste al ciclomotor en la parte delantera izquierda con interferencia en su lateral izquierdo del ciclomotor (ver aclaración f. 249/254) y frente y lateral derecho del automóvil. Refería también el perito que el vehículo embistente físico, con la parte frontal delantera derecha, con interferencia en el lateral derecho del guardabarros delantero derecho, es el automóvil marca Ford Taunus y el embestido físico, en la parte frontal delantera izquierda, con interferencia del guardabarros delantero es el ciclomotor marca Zanella. El área aproximada de impacto se produce en la mano o carril lado oeste de la calle Amadeo Bertini, sobrepasando unos 6,5 mts. hacia el cardinal sur de la intersección de la calle Bertini y el pasaje Joaquín Víctor González de la ciudad de Leones. Acompaña croquis ilustrativo (f. 223). La pericia no ha merecido objeción al momento de su agregado en autos, ni existe dictamen en disidencia. A f. 107/108 se recepciona la testimonial del Sr. Pablo Andrés Porporato, quien refería que el día del accidente iba al supermercado que se encuentra en la esquina donde ocurrió el evento dañoso del cual fue testigo presencial. Señala que “…la moto viene por la calle Bertini de norte a sur y que en la intersección de Bertini y el callejón Joaquín Víctor González de Leones, el auto se cruza de carril, como queriendo doblar por el callejón y la moto no hace tiempo a esquivarlo y choca el auto y la chica se cayó de la moto y bueno llegaron los bomberos enseguida y se la llevaron…” El testigo Gabriel Peretti (f. 109/110) quien se encontraba en su negocio de fotografía ubicado en Bertini 439 de Leones, no presenció el accidente, manifestando: “… solo escucho un ruido y cuando miré el auto estaba cruzado en contramano y como queriendo girar a la Joaquín Víctor González y la moto y la chica estaban en el suelo.” En atención a la naturaleza y demás elementos que hacen al hecho por el que se demanda, la responsabilidad de los demandados en el siniestro, debe establecerse en base a lo dispuesto por el art. 1113 párrafo segundo, segunda parte, del Código Civil, es decir –reitero- que debe aplicarse el principio de responsabilidad objetiva que nace en cabeza del titular o guardián de una cosa riesgosa como es en este caso el automóvil. La parte demandada no ha invocado ni probado en este juicio culpa alguna de la demandante o de un tercero, por el que no deba responder, para eximirse de la responsabilidad. Con lo expuesto por el perito mecánico oficial, fotografías de ff. 2/5 y testimoniales referidas, considero que ha quedado acreditada la forma en que se produjeron los hechos que dieron lugar al accidente, encontrándose demostradas las alegaciones vertidas en demanda –hechos constitutivos-, la participación de los vehículos de la actora y demandados, así como la responsabilidad de estos últimos.- De este modo y conforme a las valoraciones realizadas corresponde señalar que la responsabilidad de la parte demandada deviene de su calidad de embistente, tal como expone el perito oficial.- Se advierte además una clara imposibilidad del pleno dominio del rodado de la parte demandada, quien intenta presumiblemente ingresar a una calle perpendicular a la de su previo iter vehicular sin la debida precaución, con una maniobra de giro invasiva de la mano contraria de circulación por la que se conducía la actora. En lo referido a la mecánica del hecho, y sin perjuicio de las alegaciones de las partes a su respecto, cabe considerar que muchas veces no es posible arribar a una seguridad total, sino a una certeza relativa. La certeza que se exige al juzgador al ponderar la prueba, no es una certeza absoluta, sino la certeza moral, que tiene características harto distintas, pues se refiere al grado sumo de probabilidad acerca de la verdad de la proposición de que se trata, superando la mera opinión (conf. CApel, Civ y Com. Rosario, Sala 1, 14/6/88, Rep LL, 1990-J-Z 1444, 23-S - Cita Lexis Nº 70047424). Por las razones apuntadas le caben en consecuencia a los demandados, Sr. Mauricio Miguel Carloni, conductor del vehículo embistente, Dominio USR 796 y Vicente Pendino, titular registral del referido dominio (art. 1.113 del Código Civil y 27 del Decreto Ley Nº 6.582/58 y sus modificatorias), la responsabilidad total de los daños que se prueben a continuación ocasionados a la actora.- V. Daños reclamados.- Corres­ponde en este punto ana­li­zar si se ha proba­do la existen­cia de da­ños que deban ser re­sar­cidos, en virtud de que el daño es un presupuesto necesa­rio de la responsabilidad civil, toda vez que sin daño, aquella no existe (art. 1.067 del Código Civil). En este sentido, la parte actora reclama el cobro de la suma de $ 641.816,18, o lo que en más o en menos resulte de la prueba producida, en concepto de daños que dice sufridos como conse­cuencia del accidente de tránsito tratado supra. A continuación se analizarán cada uno de estos rubros por separado, para dictaminar sobre su procedencia.- A) Daño Emergente. Reclama como gastos efectivamente realizados los siguientes: costo de las reparaciones del Ciclomotor Zanella, según presupuesto de Germán Trocay, taller de motos $4.648,00; gastos de movilidad, el cual comprende gastos de combustible de los traslados para curaciones al Sanatorio Sudeste de la Ciudad de Marcos Juárez para visitas de médico particular y especial traslados a la ciudad Marcos Juárez, por la suma de $ 1.130; gastos de fisioterapia y rehabilitación por cincuenta (50) sesiones de la Lic. Andrea S. Lozano, por la suma de $ 6.500; gastos de atención medica por consultas realizadas al Dr. Omar Marcos Medina (Traumatólogo), por la suma de $ 2.150; gastos de Estudios consistentes en dos resonancias magnéticas en el centro del Diagnóstico por Imágenes y dos radiografías en Radiología Sudeste $ 2.000; gastos de Farmacia por la suma de $ 469,27.- Ahora bien, en cuanto al daño en si mismo, el perjuicio debe ser cierto, efectivamente existente. Si bien existe amplitud de facultades jurisdiccionales en la fijación de la cuantía de la indemnización, éstas sólo podrán ser utilizadas cuando se tenga la certeza de que el daño existe, esto es un daño probado en sí mismo, aunque su cuantía no esté perfectamente determinada.- Sin perjuicio de ello, cabe destacar que lo que se debe probar es, no sólo la existencia en abstracto del perjuicio, sino también cuál y cómo es ese daño. La medida de la indemnización es únicamente una circunstancia de magnitud (el “cuanto”) de una esencia ya reconocida y comprobada; pero este quid o elemento fáctico debe ser inequívoco y surgir del proceso de manera clara, específica y contundente.- En el caso de marras, reclama la actora gastos por rotura de motocicleta, movilidad para atención médica, atención y estudios médicos y remedios. Se han acompañado informes médicos, presupuestos y facturas correspondientes (f. 17/53), gastos que bien pueden presumirse a partir de las fotografías, informes periciales y documental acompañada que dan cuenta de los daños en la moto, como así también en la persona de la actora, y que por otra parte no aparecen como excesivos ni irracionales. Si bien se han negado los daños, no se ha probado su improcedencia, tanto en su real existencia y quantum. Los testigos Omar Marcos Medina, medico (f. 263), Mauricio Svriz, médico (f. 264) y Andrea Silvia Lozano, Lic. en Kinesiología y fisioterapia (f. 126) y el informe de f. 229/231 de Diagnóstico por Imágenes Sudeste, reconocen los gastos de salud y el perito mecánico Ing. Juan Carlos Cagnolo a f. 215/218 se expide sobre la procedencia de los daños en el motociclo y su costo. Es importante destacar, que el origen de estos gastos, encuentra fundamento en las lesiones sufridas por la accionante, con motivo del hecho dañoso acaecido, las cuales fueron constatadas por personal médico, conforme surge de la historia clínica de ff. 173/174 y dictamen pericial médico de ff. 170/171. No obstante ello, la falta de acreditación específica en cuanto a monto y desembolso de dinero en algún rubro, se entiende que ello no autoriza a rechazar la demanda por este concepto, pues, el Tribunal puede suplir la falta de esa prueba. En efecto, el suscripto, a partir de su propia experiencia de la vida y del propio conocimiento que tiene de las cosas, puede apreciar la necesidad y el costo de someterse a consultas médicas, diagnósticos por imágenes y prácticas médicas que resultan necesarias, las que sabido es, no son cubiertas en su totalidad por ninguna obra social. Sabido es que la necesidad de efectuar erogaciones en caso de daños aparece como un hecho público y notorio, e incluso la jurisprudencia ha relevado en algunos casos a las víctimas de acompañar la documental respaldatoria de los gastos que debieron sufragar con motivo del accidente, tendencia jurisprudencial receptada por el nuevo Código Civil y Comercial en su art. 1746.- La doctrina se ha ocupado de situaciones como la presente y así, se ha indicado que "La medida de una indemnización es solo una circunstancia de magnitud (el "cuanto") de una esencia ya reconocida y comprobada (el "qué": procedencia jurídica del resarcimiento). Aquella medida atañe a la justicia que debe satisfacer la indemnización (la cual no debe pecar por exceso ni por defecto); pero este problema no puede volverse en contra de la justicia prioritaria del derecho del damnificado, a obtener un resarcimiento que restituya el equilibrio jurídico alterado por el suceso perjudicial. Es decir, resultaría inadmisible no condenar por no saber cuánto, pese a que alguna indemnización debe imponerse." (cfr. Zavala de González, Matilde, "Resarcimiento de daños", t. 3 "El proceso de daños", Hammurabi, Bs. As., 1997, p. 299). La jurisprudencia se ha pronunciado en esa dirección, al entender descalificable por arbitrariedad la sentencia que tiene por acreditada la existencia del daño y niega toda compensación por no considerar probado su monto (cfs. CSJN, 31/10/1985, JA 1986-III-424, cit. por Zavala de González, ob.cit., p.300), y al sostener que "si el Tribunal estimó comprobada la existencia de los daños y perjuicios, pero carece de elementos para establecer ciertamente su cuantía, no le es dado negar la indemnización, ya que en tal caso la ley le constriñe a hacer la condenación" (cfr. SC Mendoza, sala 1ra., 19/2/19909, JA 19909-II, síntesis, 93-S, cit. por Zavala de González, ob.cit. p. 300). Específicamente, sobre gastos como los reclamados, se ha resuelto que "los gastos por asistencia médica y farmacéutica no necesitan de una prueba fehaciente para que sean reconocidos, cuando la naturaleza de las lesiones producidas a la víctima lo hacen presuponer" (CNEsp. Civ. y Com., sala IV, 29/4/1981, "Suárez c/ De la Torre", cit. por Moisset de Espanés - Sánchez, Accidentes de automotores, Edic. Juríd. Cuyo, Mendoza, 1991, p. 176). No existiendo elemento de juicio alguno que indique lo contrario, entiende el suscripto que el rubro en análisis debe prosperar por la suma de Pesos Dieciséis mil ochocientos noventa y siete con veintisiete centavos ($ 16.897,27.-).- Debe hacerse lugar asimismo a los intereses reclamados por la parte accionante aplicando sobre el monto indicado la tasa pasiva del B.C.R.A., con más un dos por ciento nominal mensual computado desde el dos de julio de dos mil quince y hasta su efectivo pago. B) Incapacidad sobreviniente: La actora reclama en este rubro la suma de $ 549.766,91, en concepto de indemnización por la secuela de incapacidad física parcial y definitiva del 22 % que le dejara el accidente.- Por su parte, los demandados y la aseguradora desconocen las lesiones e incapacidad. Cabe aquí señalar que la incapacidad sobreviniente es la secuela o disminución física o psíquica que pudiera quedar por el accidente, luego de completado el período de recuperación. En tal sentido puede aseverarse que la existencia de dicho daño reclamado –incapacidad sobreviniente parcial y definitiva de la actora- y su relación de causalidad con el suceso dañoso se encuentra debidamente acreditada en autos con informe de bomberos de Leones (f. 177), historia clínica (ff. 173/174) y pericial médica de ff. 170/171. El Dr. Alfredo Eduardo Donato respondiendo a los puntos de pericia informaba que la actora como consecuencia de accidente de tránsito sufre de lesión en rodilla derecha y brazo izquierdo, con fractura de radio y huesos de la muñeca, con síntomas actuales de dolor. Evalúa la incapacidad: Fractura de cóndilo femoral y limitación funcional de rodilla derecha: 8 %; túnel carpiano leve por traumatismo: 6%; fractura de hueso grande: 5%, fractura de tercer metacarpiano: 2 % y limitación funcional de muñeca izquierda 4%, arribando a una incapacidad total del 22,70 % de la TH.- Se ha presentado pericia en disidencia de la demandada (ff. 183/184), la que no arrima convicción alguna por estimar el Dr. Héctor J. Vales que no se observan lesiones meniscales ni ligamentarias mencionando al efecto traumatismo en rodilla izquierda, cuando de los estudios e informes médicos de autos se desprende con claridad meridiana que la lesión de la actora lo era en la rodilla derecha (ff. 12, 40, 174, 229, 232), lesión y grado de incapacidad donde se asienta la controversia médica. En definitiva, las pruebas analiza­das tienen, a criterio del suscripto, entidad jurídica probatoria suficiente a fin de acreditar que la accionan­te ha quedado con una incapacidad del veintidós con setenta por ciento (22,70 %) de la Total Humana. Se reitera, surge de la prueba valorada supra que el daño sufrido por la Sra. Cappelli lo fue como consecuencia del acci­dente de tránsito de que se trata, señalando a título ilustrativo, que para que un perjuicio deba repararse jurídicamente es preciso que haya sido causado por el responsable (relación de causalidad). Por lo expuesto, debe acogerse favorablemente el rubro incapacidad que aquí se ha tratado, resultando pertinente entonces, fijar el quantum de la indemnización por incapacidad. Se ha sostenido en demanda ejercer oficio como empleada municipal en la ciudad de Leones, lo que acredita con informe de ff. 84/88, adjuntándose los recibos de sueldo correspondientes a los meses de mayo, junio y julio de 2015, percibiendo en el mes de julio la suma de Pesos Nueve mil ciento veintiuno con cinco centavos ( $ 9.121,05.-). Resulta innato y presumible de toda persona su deber de trabajar a fin de desenvolverse en la vida. El periodo a computar, a la luz de lo expuesto en la presente es desde los 31 años (ver. f. 7) hasta los 72 años (edad consentida jurisprudencialmente), aplicando sobre el particular la formula Marshall (abreviada), seguida por nuestra jurisprudencia.- La fórmula matemática abreviada aplicable al caso es: Indemnización: a x b. - Reunidos todos los elementos tenemos que: "a", representa la disminución anual con más un interés puro que se estima prudente establecer en un ocho por ciento (tal lo solicitado y cuya aplicación hace incurrir a la actora en un yerro atento el coeficiente aplicado) y “b” es la cantidad de años. Tenemos en autos una víctima de 31 años, a quien reconocemos un porcentual de incapacidad del 22,70 %, con una proyección negativa sobre sus ingresos de $ 9.121,05 se obtiene una perdida por mes de Pesos Dos mil setenta ( $ 2.070). Computándose el período resarcitorio hasta la culminación previsible de su vida (72 años), aquel se extiende durante cuarenta y un (41) años a los cuales corresponde un coeficiente dentro de la tabla de 11,9672. Así, la indemnización será: $ 29.062,80 ($ 2070 x 13 meses + 8% de interés anual) x 11,9672: $ 347.800.- En virtud de lo expuesto, la demanda por incapacidad sobreviniente prospera por la suma de Pesos Trescientos cuarenta y siete mil ochocientos ($ 347.800.-).- Debe hacerse lugar asimismo a los intereses reclamados por la parte accionante aplicando sobre el monto indicado la tasa pasiva del B.C.R.A., con más un dos por ciento nominal mensual computado desde el dos de julio de dos mil quince y hasta su efectivo pago. C) Daño moral: Reclama la parte accionante, en razón de los padecimientos que le produjera el accidente de marras, la suma de Pesos Ochenta mil ($ 80.000). Tiene dicho el suscripto que en materia de hecho ilícito resulta aplicable el art. 1.078 del Código Civil que dispone, en su primer párrafo, que la obligación de resarcir el daño causado por los hechos ilícitos comprende, además de la indemnización de pérdidas e intereses, la reparación del agravio moral ocasionado a la víctima. Es decir que, a diferencia de lo que ocurre en la responsabilidad contractual en la que, en virtud de lo preceptuado por el art. 522 del Código Civil, la reparación puede o no ser concedida por el Juez según las circunstancias del caso, aquí, en responsabilidad aquiliana, la reparación del daño moral es obligación ineludible del autor del hecho. El daño moral constituye una lesión a los legítimos intereses extrapatrimoniales de la accionante, una afección en los sentimientos que hace sufrir a la persona, molestándola en su seguridad perso­nal, o en el goce de sus bienes o hiriéndola en su intimi­dad. En consecuencia, debe hacerse lugar al resarcimiento solicitado por tal concepto. En efecto, la accionante ha sufrido como consecuencia del accidente de tránsito lesiones físicas de importancia (pericia médica ff. 170/171), con dolor diario y limitación funcional. Todo ello le ha dejado secuelas de incapacidad, no cabiendo duda alguna que deben haber afectado su intimidad y por lo tanto corresponde su resarcimiento. Evidentemente, ello admite prueba en contrario, por las particularidades que pueden existir en cada caso, pero en el supuesto de que se trata, nada se ha acreditado al respecto que pueda desvir­tuar la conclusión apuntada. Nada se ha probado en contra­rio. También se destaca que el suscripto es de la opinión que el daño moral no tiene necesariamente que guardar proporción con los perjuicios materiales, y que su deter­minación sólo queda supeditada al prudente arbitrio judi­cial. Corresponde que el daño moral sea fijado directamen­te por el Juzgador, sin que se vea influido en su determi­nación por las cantidades que puedan establecerse por otros rubros. Así las cosas, se entiende que, teniendo en cuenta la entidad de los sufrimientos padecidos y los montos que el Tribunal acostumbra a otorgar para supuestos semejantes, atento la escasa prueba aportada en relación al rubro se estima justo y equitativo valuar el daño moral en la suma total de Pesos Cincuenta mil ($ 50.000). Debe hacerse lugar asimismo a los intereses reclamados por la parte accionante, correspondiendo aplicar la tasa pasiva del B.C.R.A., con más un dos por ciento nominal mensual computado desde la fecha del accidente y hasta su efectivo pago.- VI. Citada en garantía.- Con relación a la intervención coactiva de la compañía aseguradora de la parte demandada, cabe destacar que "por efectos de la citación en garantía el asegurador se halla constreñido a intervenir en un proceso dentro del cual es considerado como parte, y cuya sentencia hará cosa juzgada a su respecto, por lo que será ejecutable dentro del mismo proceso donde recayó" (Meilij; Accidentes de Tránsito, Edit. Depalma; pág. 218). Por lo que habiéndose acreditado la responsabilidad -objetiva- del conductor y de la titular del vehículo asegurado, la sentencia podrá ejecutarse en contra de la aseguradora citada en garantía “Segurometal Cooperativa de Seguros Limitada”, en la medida y con los alcances del seguro (art. 118 Ley 17.418).- VII. Costas.- Tocante a las costas del presente jui­cio, teniendo en cuenta lo preceptuado por el art. 130 del C.P.C.C., el principio de reparación integral del daño, y que el reclamo demandado prospera en lo fundamental atento la previsión expuesta al demandar (“lo que en más o en menos determinen las pruebas” f.54), las mismas se imponen a la parte demandada, Señores Vicente Pendino y Mauricio Miguel Carloni que resultan vencidos.- Los honorarios de los Dres. Martín Alejandro Bruno y Juan Pablo Vélez, se regulan, en conjunto y proporción de ley, en el punto medio de la escala del art. 36 de la Ley N° 9.456, tomando como base el monto de la sentencia (incluidos los intereses fijados), con más el importe que resulte de aplicar el art. 104 inc. 5 de la ley 9459. Los honorarios del perito ingeniero conforme lo dispuesto por el art. 49 de la ley 9459, serán regulados en cuarenta jus, y los del medico oficial serán regulados, en veinte jus, para cada uno de ello, conforme las pautas de evaluación cualitativa del art. 39 de la citada norma.  Por todo lo expuesto, normas legales citadas, lo dispuesto por el art. 27 de la Ley Arancelaria Provincial N° 9.459 y haciendo presente que el resto de las pruebas rendidas, debidamente valoradas, en nada modifican las conclusiones a las que se arriba; 

SE RESUELVE: 1º) Hacer lugar parcialmente a la demanda de daños y per­juicios deducida por la Señora Inés Capelli, a ff. 54/57 de autos, en con­tra de los Sres. Vicente Pendino y Mauricio Miguel Carloni y en consecuen­cia, condenar a éstos últimos, a pagar a la parte actora la suma total de Pesos Cuatrocientos catorce mil seiscientos noventa y siete con veintisiete centavos ($ 414.697,27.-) en concepto de Daño Emergente ($ 16.897,27.-), Incapacidad sobreviniente ($ 347.800.-) y Daño moral ( $ 50.000); todo ello con más sus respectivos intereses, con­forme a lo establecido en los considerandos pertinentes de la pre­sen­te resolución, en el término de diez días, bajo apercibi­miento de ejecución forzada.- 2°) Hacer extensivos los efectos de la presente sentencia en contra de la citada en garantía, “Segurometal Cooperativa de Seguros Limitada”.- 3°) Imponer las costas del presente juicio a la parte demandada, Señores Vicente Pendino y Mauricio Miguel Carloni, que resultan vencidos.- 4°) Regular los honorarios de los Dres. Martín Alejandro Bruno y Juan Pablo Velez, en conjunto y proporción de ley, en la suma de pesos trescientos veintiocho mil ciento noventa y dos con ochenta y siete centavos ($328192.87), con más la suma de Pesos tres mil setecientos ochenta y cinco con dieciséis centavos ($3785.16) - art. 104 inc. 5 de la ley 9459-.- 5°) Regular los honorarios del Ing. Juan Carlos Cagnolo en la suma de Pesos cincuenta mil cuatrocientos sesenta y ocho ($50468).- 6°) Regular los honorarios del Dr. Alfredo Eduardo Donato en la suma de Pesos veinticinco mil doscientos treinta y cuatro ($25234).- Protocolícese, hágase saber y dese copia.- 
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